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Conformación de copropiedad para 
el desarrollo de modelos alternativos 
de producción agropecuaria

Las propiedades agrarias que el Estado 
hasta la fecha de promulgación de 
esta Ley, haya adquirido como con-
secuencia de acciones legales, admi-
nistrativas o coactivas iniciadas por 
la Agencia de Garantía de Depósitos 
(AGD) y, el Consejo Nacional de Con-
trol de Sustancias Estupefacientes y 
Psicotrópicas (CONSEP), servirán para 
la implementación programas de con-
formación de copropiedad de la tierra 
entre el Estado y las organizaciones 
sociales de trabajadores agrícolas, aso-
ciativas, cooperativas, comunitarias o 
comunales, cuyos miembros no ten-
gan tierra o carezcan de ésta en forma 
insuficiente.

En la respectiva resolución de otor-
gamiento de derechos y acciones 
sobre los predios a ser compartidos en 
copropiedad con las organizaciones 

sociales, el Instituto Nacional de Tie-
rras dejará constancia de que los dere-
chos de los asociados o comuneros no 
podrán ser fraccionados o transferidos 
a terceros. 

La administración de éstos predios, 
será conjunta entre el Estado, repre-
sentado por el Instituto Nacional de 
Tierras y, la representación legal de la 
organización social.

Aunque el dominio de estas tierras es 
de copropiedad, Estado – organización 
social; se asignarán áreas para uso pri-
vativo de las familias.

En estas tierras, se desarrollará un 
modelo de economía rural solida-
ria; con producción agroecológica; y, 
con apoyo estatal para la producción, 
almacenamiento y comercialización. 

Se garantizarán las organizaciones de 
mujeres y jóvenes tengan acceso a 
estos programas.

¿Qué rol han cumplido las  
instituciones del Estado  
en la problemática de la tierra? 

Tierra: estructura 
institucional y 

procedimiento para la 
regulación estatal de la 

propiedad agraria
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Para reflexionar en nuestros espacios

¿Cuál es la situación en nuestras comunidades sobre el 
uso y acceso a tierras?,

¿qué propuestas existen en nuestras organizaciones 
sobre el tema de la tierra?,

¿cuáles deberían incorporarse a este articulado? 

SIPAE
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Estructura institucional 
para la regulación estatal
de la propiedad agraria

Para el cumplimiento de la regulación 
de la propiedad agraria que garantice 
la soberanía alimentaria, se conforma 
la siguiente estructura institucional:

a. El Instituto Nacional de Tierras 
que actuará como autoridad única 
en materia de estructura agraria. 
Esta entidad será la responsable de 
la política, regulación y aplicación 
de la normativa constitucional y 
legal en este ámbito.

b. La Procuraduría de Derechos Agra-
rios como organismo adjunto 
al Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social, cuya 
responsabilidad central es la de 
tutelar a quienes, por carecer de 
tierras o tenerlas de forma insufi-
ciente, han interpuesto acciones 
de carácter contencioso, conforme 
al procedimiento establecido en 
la ley.

c. Los procesos contenciosos que ver-
sen sobre tierras de uso agrope-
cuario o forestal serán resueltos en 
primera instancia por los Juzgados 
Provinciales Agrarios, dependien-
tes de las Cortes Provinciales de 
Justicia; y, en segunda y definitiva 
instancia, por la Sala Especializada 
en Materia Agraria de la Corte 
Nacional de Justicia.

d. Las Comisiones Zonales de Tierras 
se podrán constituir en las zonas 
en donde existan conflictos de tie-
rras, con participación de las jun-
tas parroquiales, municipios, orga-
nizaciones de productores/as y, de 
campesinos/as sin tierra. 

El Instituto Nacional de Tierras

Se constituye el Instituto Nacional 
de Tierras como entidad de derecho 
público, con ámbito nacional, perso-
nalidad jurídica y patrimonio propio, 
adscrito a la Presidencia de la Repú-
blica, con sede en Quito.

Corresponde al Instituto Nacional de 
Tierras:

a. Cumplir las funciones de autori-
dad nacional en materia de estruc-
tura agraria.

b. Velar por el cumplimiento de la 
política constitucional de sobe-
ranía alimentaria, en lo con-
cerniente a tierras y estructura 
agraria.

c. Establecer mecanismos para la 
regulación del mercado de tierras 
rústicas.

d. Administrar el Fondo Nacional de 
Tierras.

e. Administrar el Patrimonio Nacio-
nal de Tierras del Estado.

de la propuesta del Colectivo Agrario: 

Se propone la creación de varias instituciones: 

•	 Instituto Nacional de Tierras que será la autoridad única en materia de 
tierra.

•	 La Procuraduría de Derechos Agrarios, como organismo adjunto al 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social que se encargará 
de las demandas para adquirir tierras.

Habrá además juzgados agrarios provinciales y comisiones zonales de tie-
rras en lugares donde existan conflictos de tierras. 

En esta ley se hacen propuestas de las funciones de estas instituciones, así 
como de su estructuración. 

Se pone énfasis en la representación de las organizaciones campesinas, 
indígenas o de afrodescendientes.

Ej
es
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f. Adjudicar la tierra a los particu-
lares, mediante procedimiento 
administrativo.

g. Establecer mecanismos para la 
integración de los minifundios.

h. Llevar, de forma actualizada, un 
catastro nacional de las propieda-
des rústicas y de los territorios de 
pueblos y nacionalidades indíge-
nas o afro ecuatorianas.

i. Llevar, de forma actualizada, un 
registro de contratos de arrenda-
miento de tierras para fines agro-
pecuarios y forestales. 

j. Otras funciones establecidas en el 
Reglamento General de aplicación 
a esta Ley. 

Estructura del Instituto 
Nacional de Tierras

El Instituto Nacional de Tierras tendrá 
como estructura básica la siguiente:

a. El Directorio

b. La Dirección Nacional

c. Las Direcciones Regionales

El Directorio estará integrado por 
un representante del Presidente de 
la República, quien lo presidirá; un 
representante de las cámaras de agri-
cultura y ganadería; un representante 
de los centros agrícolas cantonales y, 
2 representantes de los movimientos 
sociales agrarios, indígenas o campesi-
nos de estructura nacional, legalmente 
conformados; un representante de las 
comisiones zonales de tierras; y, un 
representante de los trabajadores agrí-
colas, designado por los movimientos 
sindicales agrarios. Dado que en este 
ámbito mayormente masculino en la 
representación, resulta difícil colocar 
el criterio de paridad y alternabilidad 
de manera inicial. Se podría colocar 
que al menos el 30% de representantes 
serán mujeres y que además haya una 
representante por las organizaciones 
de productoras. El/a Director/a Nacio-
nal del Instituto actuará en el Directo-
rio, como Secretario/a, con voz, pero 
sin derecho a voto. El/a Procurador/a 
Agrario participará en el Directorio, 
solo con derecho a voz. 

El Directorio establecerá la política 
nacional sobre tierra y territorios; 
conformará las Direcciones Regiona-
les; definirá las estrategias generales 
del Instituto; designará al Director/a 
Nacional y a los Directores Regionales; 
dictará normas para la administración 
del Patrimonio Estatal de Tierras y el 
Fondo Nacional de Tierras; aprobará 
planes, programas, informes y presu-
puestos del Instituto. Otras respon-
sabilidades del Directorio serán esta-
blecidas en el Reglamento General de 
aplicación a esta Ley. 

La Dirección del Instituto estará pre-
sidida por su Director/a Nacional. 
Dicho Director/a tiene por funcio-
nes las siguientes: ejercer la represen-
tación legal, judicial y extrajudicial 
del Instituto, pudiendo celebrar a su 
nombre toda clase de actos y contra-
tos necesarios para el cumplimiento 
de sus funciones; resolver en segunda 
y definitiva instancia los actos admi-
nistrativos elevados en apelación res-
pecto de resoluciones de las Direccio-
nes Regionales; dictar las resoluciones 
de adjudicación de tierras y legaliza-
ción de territorios: organizar el fun-
cionamiento de la Dirección Nacional 
bajo las orientaciones del Directorio; 
rendir cuenta de sus actos al Direc-
torio; presentar al Directorio para su 
aprobación planes, programas y pre-
supuestos. Otras funciones del Direc-
tor Nacional estarán determinadas en 
el Reglamento General de aplicación a 
esta Ley. 

Las Direcciones Regionales, esta-
rán presididos por los/as Directores/
as Regionales. Dichos/as Directores/
as serán los/as encargados/as de dictar 
resoluciones de carácter administra-
tivo en torno a la titulación de pose-
siones e integración de minifundios 
en sus áreas de actuación; de resolver 
controversias sobre linderos en tie-
rras rústicas sus áreas de actuación; 
de estructurar el funcionamiento de 
sus Direcciones Regionales; de ren-
dir cuentas de sus actuaciones al/la 
Director/a Nacional y al Directorio del 
Instituto. Otras funciones de los Direc-
tores Regionales se establecerán en el 
Reglamento General de aplicación a 
esta Ley. 

Estructura y funciones de 
la Procuraduría Agraria

La Procuraduría Agraria es una enti-
dad de derecho público, con ámbito 
nacional, con personalidad jurídica y 
patrimonio propio, adscrita al Consejo 
de Participación Ciudadana y Control 
Social, con sede en Quito.

Son funciones de la Procuraduría 
Agraria:

a. Velar por el cumplimiento de 
los derechos constitucionales en 
cuanto al acceso a la tierra y agua, 
por parte de las comunidades, 
comunas organizaciones y familias 
campesinas.

b. Coordinar acciones con el Insti-
tuto Nacional de Tierras.

c. Ser parte en y, dar seguimiento a, 
los procesos judiciales relaciona-
dos con la propiedad agraria.

d. Ser parte en y, dar seguimiento a 
los procesos administrativos que se 
desarrollen en el Instituto Nacio-
nal de Tierras.

e. Participar en la definición de la 
política nacional en torno a tierras 
y estructura agraria.

f. Asegurar que en los desalojos por 
ocupación o invasión de tierras, se 
garantice el respeto a los derechos 
humanos.

La Procuraduría Agraria, estará presi-
dida por el/a Procurador/a Agrario/a. 
Dicho/a Procurador/a Agrario/a, 
deberá ser un/a profesional/a 
ecuatoriano/a, con trayectoria en la 
defensa de los derechos de los/as tra-
bajadores/as del campo y/o de las 
organizaciones sociales del agro. Será 
designado/a por el Consejo de Parti-
cipación Ciudadana y Control Social, 
de candidatos/as presentados por los 
movimientos sociales agrarios, campe-
sinos, indígenas o afro ecuatorianos.

El/a Procurador/a Agrario/a tiene por 
funciones las siguientes: ejercer la 
representación legal, judicial y extra-
judicial de la Procuraduría, pudiendo 
celebrar a su nombre toda clase de 
actos y contratos necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones; tomar 
las medidas necesarias para que efec-
tivizar el mandato a la Procuraduría 
Agraria establecido en este artículo; 
organizar la Procuraduría y, consti-
tuir delegaciones de la Procuraduría 
Agraria en las provincias con mayor 
conflictividad en torno a la tierra; las 
demás establecidas en el Reglamento 
General de aplicación de esta Ley.
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Procedimiento para la 
afectación de tierras que 
no cumplan su función 
social o ambiental

a. Cualquier ciudadano/a o la Procu-
raduría Agraria, puede presentar la 
denuncia respectiva ante el respec-
tivo Juzgado Provincial Agrario. 
En la denuncia deben constar con 
precisión todos los datos del/ de la 
o los/as denunciantes; el motivo 
por el cual formula la denuncia; 
las características del predio, con 
señalamiento del nombre de su 
titular o posesionario/a; los fun-
damentos de la denuncia que jus-
tifiquen que la tierra no esté cum-
pliendo sus funciones sociales y/o 
ambientales; determinación del 
lugar en el que deba ser citado el 
titular o posesionario del predio.

b. Una vez que el/a Juez/a provin-
cial haya calificado la denuncia, 
dispondrá:

1. La citación al propietario/a del 
predio denunciado, así como 
a la Procuraduría Agraria, 
cuando ésta no se haya presen-
tado como denunciante.

2. Que el/a Registrador/a de 
la Propiedad, entregue un 
informe sobre la historia del 
predio, con señalamiento de 
gravámenes que puedan existir 
sobre el mismo.

3. Una inspección de carácter 
técnico, con peritos designa-
dos por el/a Juez/a, para que 
informen sobre las condicio-
nes del predio y si éste está 
o no cumpliendo sus funcio-
nes sociales y ambientales. El 
informe de esta Inspección, 
deberá considerar a profundi-
dad los indicadores señalados 
anteriormente.

c. Luego de recabado el informe, el/a 
Juez/a convocará al Denunciante, 
al Propietario/a del Predio y a la 
Procuraduría Agraria a una audien-
cia oral para que las partes emitan 
opiniones en torno a la denun-
cia y el informe técnico. Luego 

de la audiencia y, de confirmarse 
en todo o parte la denuncia, el 
Juez/a podrá disponer alternativa 
o complementariamente:

1. En que en un plazo máximo 
de tres meses, el titular del pre-
dio, resuelva las condiciones 
que originaron la denuncia.

2. La prohibición de enajena-
miento hasta cuando, a crite-
rio del Juez, se hayan resuelto 
las condiciones que originaron 
la denuncia.

3. Medidas de libre tránsito por 
el predio denunciado, de quie-
nes, sin ser los propietarios, 
deban transitar o realizar acti-
vidades, en relación al manejo 
y conservación de fuentes de 
agua o ecosistemas frágiles 
amenazados.

4. Emitir cualquier otra medida, 
tendiente a que el predio 
cumpla su función social y 
ambiental.

d. Transcurrido el plazo señalado por 
el/a Juez/a si, a criterio del denun-
ciante o la Procuraduría Agra-
ria, no han variado substancial-
mente las causas que motivaron 
la denuncia, el/a Juez/a, a pedido 
a parte, abrirá un período para 
la presentación de pruebas, por 
quince días hábiles.

e. Concluido ese plazo, antes de que 
se dicte la sentencia, cualquiera de 
las partes, podrá solicitar que el/a 
Juez/a convoque a una audiencia 
agraria.

f. Luego de la audiencia o, si nadie 
la solicitó, aún sin ella; el/a Juez/a 
dictará la sentencia correspon-
diente, declarando afectado o no 
al predio materia del proceso.

Todo pedido que se presenta fuera del 
plazo de los 15 días del período de 
prueba, será desechado por el/a Juez/a; 
salvo la Audiencia Agraria.

Recursos aplicables a las sentencias 
de los juicios de afectación

Dictada la sentencia; en el plazo de 
diez días hábiles, la Procuraduría Agra-
ria o, cualquiera de las partes, podrá 
interponer recurso de apelación o 
nulidad ante la Sala Especializada en 
Materia Agraria de la Corte Nacional 
de Justicia. 

La Sala dictará la sentencia de segunda 
instancia, en mérito a lo actuado en 
primera Instancia. Antes de que se 
emita la Sentencia, las partes, solo 
podrán solicitar una Audiencia de 
Estrados.

La Procuraduría Agraria podrá interve-
nir, en todo el proceso, asegurándose 
de que éste se lleve con celeridad y, 
con apego a los principios constitucio-
nales y legales en materia de política 
agraria.

Indicadores de evaluación 
de las funciones sociales y 
ambientales de la tierra

Para el análisis de controversias que 
versen por la propiedad sobre la tie-
rra que hagan relación las funciones 
sociales y/o ambientales que ésta deba 
cumplir, la autoridad que deba resol-
ver la controversia, analizará indica-
dores que caracterizan los sistemas de 
producción agropecuarios, facilitan su 
comparación y permitan medir la fun-
ción socio-económica de la tierra cum-
plida por un sistema de producción 
tales como el Valor Agregado Neto 
(VAN) por hectárea; las Unidades de 
Trabajo Humano (UTH) por hectárea; 
el Ingreso Agropecuario Neto (IAN) 
por día trabajado.

Así mismo, indicadores que midan 
impactos ambientales de los sistemas 
de producción que se estén desarro-
llando: existencia de paisaje agrario 
caracterizado por la diversidad o, la 
presencia de monocultivo; expansión 
de la frontera agrícola y amenaza a 
ecosistemas frágiles; uso de plaguici-
das (cantidad y toxicidad); característi-
cas del uso de agua (mal uso, contami-
nación, etc.).

Prohibiciones

Queda prohibido:

a. Las tomas arbitrarias de tierras. 

b. Los desalojos forzados, de carác-
ter arbitrario o ilegal, en contra de 
posesionarios de predios agrarios, 
cuando los posesionarios no sean 
traficantes de tierras. 

Desalojo por toma arbitraria de tie-
rras. Las órdenes de desalojo a que 
hubiere lugar por motivo de toma 
arbitraria de tierras, solo podrá ser 
autorizado por el Juzgado Provincial 
Agrario correspondiente quien, con 
antelación debe notificar del desalojo 
a la Procuraduría Agraria; y, asegurarse 
que el proceso de desalojo se dé en 
condiciones que no viole los derechos 
humanos de los supuestos invasores.

El Reglamento a la aplicación de esta 
Ley, establecerá las medidas necesarias 
para garantizar que terceras personas 
no induzcan a las autoridades a dispo-
ner desalojos forzados; así mismo, la 
ley establecerá las sanciones necesarias 
en caso de instrumentalización de las 
entidades públicas o la Policía Nacio-
nal para interrumpir el acceso de las 
personas a la tierra conforme a los pro-
cedimientos legalmente establecidos.

Las Comisiones Zonales de Tierras

Estas Comisiones se podrán constituir 
en zonas en donde haya problemas de 
tierras; para su acreditación en el Insti-
tuto Nacional de Tierras, deberá asegu-
rarse su composición democrática, con 
representación de las organizaciones 
campesinas, indígenas o de afrodes-
cendientes, la junta parroquial y/o el 
municipio correspondiente.

Sus funciones son:

a. Apoyar y asesorar en sus responsa-
bilidades al Instituto Nacional de 
Tierras y, a la Procuraduría Agraria.

b. Funcionar como Centro de Media-
ción en conflictos de tierras.

c. Organizar propuestas para los pro-
cesos de recomposición y reagru-
pación de tierras.
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d. Orientar a las autoridades sobre la 
valoración comercial de predios en 
conflicto.

e. En general, velar por el cumpli-
miento de la presente Ley en su 
área de influencia.

f. Promover la asociatividad entre 
los/as pequeños/as y medianos 
productores/as

Otras propuestas

Quedan expresamente derogadas las 
siguientes leyes: la Ley de Fomento y 
Desarrollo Agropecuario del año 1979; 
y, la Ley de Desarrollo Agrario del año 
1994. Así mismo, toda disposición que 
se oponga a lo establecido en esta Ley, 
queda derogada.

Queda jurídicamente extinguido el 
Instituto Nacional de Desarrollo Agra-
rio. El personal con nombramiento y 
el patrimonio del INDA, pasan a inte-
grar el Instituto Nacional de Tierras. 

En el Presupuesto General del Estado 
constará obligatoriamente, un rubro 
especial destinado a financiar el ade-
cuado funcionamiento de las entida-
des que se constituyen por esta Ley.

Las expropiaciones de tierras comu-
nitarias y los fraccionamientos de tie-
rras comunales practicados a partir 
del año 1994, serán auditados en con-
junto por Instituto Nacional de Tierras 
y la Procuraduría Agraria, para evaluar, 
caso por caso, su legalidad. El plazo 
para dicha auditoría será de dos años, 
a partir de la entrada en vigencia de 
esta Ley.

En el plazo de dos años después de 
la entrada en vigencia de esta Ley, 
la Secretaría Nacional de Desarrollo 
y Planificación, formalizará el Plan 
Nacional de Ordenamiento Territorial 
Sustentable. 

La comercialización y el consumo son elementos clave 
de la Soberanía Alimentaria, generan conexiones entre 
el campo y la ciudad. Sin comercialización adecuada es 
complejo pensar en la subsistencia de las economías 
campesinas. Hombres y mujeres del campo y la 
ciudad han desarrollado estrategias de consumo y 
comercialización creativas. Sería interesante recoger 
esas prácticas, que pueden ser insumos  
para una propuesta de ley. Anotemos  
las que creamos  
más pertinentes

Abastecimiento 
a las familias, la 

comercialización y 
el consumo
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Para reflexionar en nuestros espacios

¿Cómo garantizamos la participación de pequeños y medianos campesinos y campesinas, 

indígenas y afroecuatorianos/as en la institucionalidad?, 

¿cómo garantizamos desde las organizaciones nuestra participación 

para que las instituciones apliquen los derechos y deberes?

COLECTIVO AGROECOLÓGICO / MESSE




